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Ordinario Laboral – Confirma y modifica fallo que negó las pretensiones

Radicación Nro.

66001-31-05-005-2015-00544-01

Demandante:

Dora María Castrillón Betancurth y otros. 
Demandados:

La Ofrenda S.A.
Llamada en garantía:       Suramericana S.A.

Magistrado Ponente:        Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Quinto Laboral del Circuito

Tema: 


ACCIDENTE DE TRABAJO. RESPONSABILIDAD PLENA. TEMA DE LA PRUEBA. La ocurrencia de sucesos, dentro de la relación laboral, que afecten la salud y la integridad del trabajador deriva en dos clases de responsabilidad: La objetiva, que se encuentra cubierta por el sistema de seguridad social, y la subjetiva, a cargo del empleador, siempre y cuando el trabajador pruebe suficientemente que aquel tuvo culpa en la ocurrencia de los hechos que le generaron el perjuicio. No cabe duda entonces que el tema de la prueba en este tipo de procesos está constituido por aquellos hechos que hagan referencia al acaecimiento de un hecho nocivo, ocurrido por causa o con ocasión del trabajo, que hubiese generado un perjuicio al trabajador, pero sobre todo y con el énfasis que contiene el artículo 216 del C.S.T., que se pueda establecer que el mismo sucedió por culpa suficientemente comprobada del empleador. Los generantes de la culpa son la imprudencia, la negligencia, la impericia y la violación de reglamentos. Resultando de ello que una persona incurre en culpa leve, que es la que corresponde a los contratos celebrados en beneficio de ambas partes, como lo es el de trabajo, cuando no sujeta sus actos a la diligencia y cuidado que los hombres ordinariamente emplean en sus asuntos, o cuando no acata las disposiciones reglamentarias que regulan una determinada actividad. 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUENOS DÍAS

Hoy, veintidós de noviembre de dos mil diecisiete, siendo las dos y treinta minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por los demandantes en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 10 de mayo de 2017, dentro del proceso que promueven DORA MARÍA CASTRILLÓN BETANCURTH, SAUL GONZÁLEZ GUTIÉRREZ, MARÍA DOLORES ROMERO OSPINA, DANA MAYERLY, THALA NAYIBE, SAUL, JACQUELINE GONZÁLEZ ROMERO y HELLEN TATIANA QUINTERO GONZÁLEZ, en contra de LA OFRENDA S.A. y al cual fue llamada en garantía la aseguradora SURAMERICANA S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2015-00544-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretenden los demandantes que la justicia laboral declare que entre el señor Roberto Carlos González Romero y la sociedad La Ofrenda S.A. existió un contrato de trabajo que se extinguió con la muerte del trabajador el 28 de julio de 2014, producto de un accidente de trabajo sufrido el 17 de julio de 2014 y con base en ello aspiran que se condene a la sociedad La Ofrenda S.A. a reconocer y pagar a favor de la señora Dora María Castrillón Betancurth en calidad de compañera permanente del causante los perjuicios materiales y para la totalidad de los demandantes los perjuicios morales, a la salud y a la familia, en la forma como se describe en la demanda, así como la indexación de las sumas reconocidas, los intereses moratorios y las costas procesales a su favor.
Refieren que: El señor Roberto Carlos González Romero suscribió el 9 de marzo de 2010 contrato de trabajo con la sociedad La Ofrenda S.A., para desempeñar el cargo de operador de horno parque Quindío; el 17 de julio de 2014, aproximadamente a las 8:45 am, en cumplimiento de sus funciones, resultó gravemente herido a causa de un accidente presentado con los hornos crematorios; en el informe de accidente de trabajo Nº 2423956 realizado por La Ofrenda S.A. a la ARL Colmena S.A. el 18 de julio de 2014 se registró el detalle de lo sucedido; en el video Nº CH03 se observan los momentos previos y posteriores a la explosión; en el momento en el que sucede el accidente se presenta una fuga de gas; en informe y/o concepto técnico de 17 de julio de 2014 elaborado por la Corporación Regional del Quindío se concluyó que el horno crematorio no cumplía con las normas ambientales; adicionalmente el horno presentaba condiciones eléctricas inseguras y al trabajador no se le suministró el equipo de protección personal; el señor González Romero presentó quemaduras en el 65% de su cuerpo, grado II superficial y profunda en cara, grado II superficial y profunda en cuello, tórax anterior y posterior, antebrazos, manos, músculos y piernas; según dictamen pericial de necropsia emitido por el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses se trató de quemaduras de segundo grado en el 70% de la superficie corporal total por fuego.
El señor Roberto Carlos González Romero falleció el 28 de julio de 2014 momento en el que contaba con 33 años 9 meses y 28 días; el 27 de agosto de 2014 la ARL Colmena S.A. determinó que el deceso se debió a un accidente de trabajo; entre la fecha del accidente y la del deceso, él tuvo que soportar las dolencias propias de las quemaduras en su cuerpo; el  último salario devengado fue de $843.700,20; los dineros devengados los destinaba al sostenimiento del hogar conformado con Dora María Castrillón Betancurth y cubría la cuota alimentaria de sus hijos David Santiago, Mariana Alejandra y Samuel Camilo González; la convivencia entre los compañeros permanentes se prolongó desde el mes de diciembre de 2011 hasta la fecha del deceso; el causante era hijo de Saúl González Gutiérrez y María Dolores Romero Ospina y era hermano de Danna Mayerly, Thala Nayibe, Saúl y Jacqueline Gónzalez Romero; Hellen Tatiana Quintero González era su sobrina.
Al contestar la demanda –fls.391 a 414- la sociedad La Ofrenda S.A. manifestó que el accidente de trabajo ocurrido el 17 de julio de 2014 no se presentó por culpa de la entidad empleadora, ya que el mismo obedeció a un acto inconsulto e imprudente del señor Roberto Carlos González Romero, quien no debía manejar el horno en ese momento en consideración a que para ese día no había servicio programado, correspondiéndole únicamente la limpieza de áreas externas y el vagón, ya que las labores de mantenimiento del horno son realizados de manera exclusiva por parte de la empresa fabricante SIS S.A. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de las obligaciones y cobro de lo no debido, por ausencia de culpa de La Ofrenda S.A. y culpa del actor en la ocurrencia del accidente por un acto inseguro suyo”, “Falta de legitimación en la causa por activa de Dora María Castrillón Betancurth y Cosa Juzgada frente a dicha demanda”, “Falta de causa para demandar”, “Prescripción” y “Buena fe”.
Dentro del escrito de contestación de la demanda, solicitó que fuera llamada en garantía la sociedad Royal & Sun Alliance Seguros (Colombia) S.A. en virtud a la suscripción de la póliza de seguros Nº 20031 con vigencia entre el 17 de marzo de 2014 y el 18 de enero de 2015.

Por medio de escrito visible a folios 903 a 916- la aseguradora Royal Sun Alliance Seguros (Colombia) S.A. respondió la demanda y el llamamiento en garantías. Frente a la primera manifestó que no aceptaba ni negaba los hechos relatados en ella, pero que con los mismos argumentos presentados por la sociedad accionada, se opone a las pretensiones de los accionantes. Propuso las excepciones de fondo que denominó “La culpa del empleador frente al acaecimiento de un accidente de trabajo, debe ser probada en tanto la misma no se presume”, “Inexistencia de los perjuicios reclamados en razón a su previa indemnización y/o la ausencia de nexo causal con el accidente de trabajo acaecido y/o sobreestimación de los perjuicios”, “Improcedencia de la afectación de la póliza por no cobertura, en lo que respecta a la pretensión de lucro cesante”, “Anexo o amparo de responsabilidad civil patronal de la póliza general integral de propiedades y riesgos patrimoniales “Trade Cover” Nº 20031 expedida por Royal Sun Alliance Seguros (Colombia) S.A. determinación de pago de indemnizaciones-coberturas”, “Culpa de la victima y su exposición imprudente al riesgo”, “Máximo valor asegurado deducible”, “Falta de configuración actual del siniestro”, “Falta de prueba de la culpa patronal”.
Respecto al llamamiento, aceptó la suscripción de la póliza referenciada anteriormente y su vigencia, diciendo que solo está llamada a responder en los términos relacionados en ella.

En sentencia de 10 de mayo de 2017, la funcionaria de primer grado luego de declarar que entre el señor Roberto Carlos González Romero y La Ofrenda S.A. existió un contrato de trabajo entre el 9 de marzo de 2010 y el 28 de julio de 2014, determinó que el accidente de trabajo ocurrido el 17 de julio de 2014 en el quedó gravemente herido el trabajador y posteriormente ocasionó su deceso, no se dio por culpa suficientemente comprobada del empleador, pues de conformidad con las pruebas allegadas al proceso, la explosión se presentó por una fuga de gas en la parte posterior interna del horno cremador al cual se le había hecho el correspondiente mantenimiento por parte de la sociedad SIS S.A. (fabricante del horno) a través del ingeniero Sergio Segura; quedando también acreditado en el proceso que los problemas relacionados con la fuga de gas presentado en el vaporizador del horno y el encendido fue atendida debidamente por la empresa Líder Gas los días 12 y 13 de julio de 2014; situaciones éstas que le permitieron concluir que no quedó demostrada la culpa del empleador, advirtiendo además que la explosión en realidad se dio por aflojamiento manual de las tuberías de gas.
Igualmente indicó que la demandante Dora María Castrillón Betancurth no tenía la condición de compañera permanente del causante, no solo porque así lo decidió la jurisdicción de familia, sino porque en los asuntos laborales y de la seguridad social para que dos personas sean considerados compañeros permanentes deben demostrar que tuvieron una convivencia continua e ininterrumpida de por lo menos cinco años con antelación al deceso, sin embargo, como se ve en la misma demanda, de haberse presentado esa relación, la misma no alcanzó el lapso referenciado anteriormente.

Por lo expuesto absolvió a la sociedad demandada de las pretensiones de la demanda.
Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de los demandantes interpuso recurso de apelación manifestando que en el proceso quedó acreditado que la sociedad demandada no tuvo en cuenta las medidas de seguridad necesarias para prevenir la ocurrencia de la explosión que ocasionó finalmente el deceso del señor Roberto Carlos González Romero, ya que desconoció las exigencias establecidas en los artículos 57 y 58 del C.S.T. y en el artículo 71 del Decreto 2400 de 1979.
Expuso que para el 17 de julio de 2014 cuando ocurrió el accidente de trabajo con el horno crematorio, La Ofrenda S.A. no contaba con los protocolos, procedimientos, advertencias y prohibiciones que hubieren hecho que el trabajador no desarrollara la operación del horno en la forma en que lo hizo; sostuvo que la valoración que se le hizo a los testimonios escuchados por solicitud de la parte demandada no tuvieron en cuenta la marcada intención con la que se quiso favorecer a la sociedad accionada y por el contrario no se apreciaron correctamente las pruebas documentales con las que se demuestra que el horno no estaba funcionando adecuadamente, ya que el accidente se ocasionó por una fuga de gas que encontró una chispa que causó esa explosión, misma que seguramente no se hubiera presentado a pesar de esas situaciones, si el espacio en el que se desenvolvía el causante tuviera los estándares medioambientales necesarios, en resumen, quedó acreditado que el empleador incurrió en culpa suficientemente comprobada en los términos del artículo 216 del C.S.T. que le hace responsable de la indemnización plena de perjuicios.
Igualmente indicó que en el proceso quedó demostrado también que la señora Dora María Castrillón Betancurth era la compañera permanente del causante para el momento del deceso, sin que tal situación pueda verse afectada por la decisión adoptada por la jurisdicción de familia, advirtiendo además, que no es posible exigírsele los cinco años de convivencia para determinar que eran compañeros permanentes, ya que en este proceso no se está reclamando una pensión de sobrevivientes.
En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes problemas jurídicos:
¿Está legitimada la señora Dora María Castrillón Betancurth para reclamar los eventuales perjuicios generados con el accidente de trabajo sufrido por el causante Roberto Carlos González Romero?
¿Quedó demostrado en el proceso que el accidente sufrido por el señor Roberto Carlos González Romero ocurrió por culpa suficientemente comprobada de La Ofrenda S.A.?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
EL TEMA DE LA PRUEBA Y SU CARGA EN LOS PROCESOS DE RESPONSABILIDAD PLENA PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 216 DEL CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO.

La ocurrencia de sucesos, dentro de la relación laboral, que afecten la salud y la integridad del trabajador deriva en dos clases de responsabilidad: La objetiva, que se encuentra cubierta por el sistema de seguridad social, y la subjetiva, a cargo del empleador, siempre y cuando el trabajador pruebe suficientemente que aquel tuvo culpa en la ocurrencia de los hechos que le generaron el perjuicio.

No cabe duda entonces que el tema de la prueba en este tipo de procesos está constituido por aquellos hechos que hagan referencia al acaecimiento de un hecho nocivo, ocurrido por causa o con ocasión del trabajo, que hubiese generado un perjuicio al trabajador, pero sobre todo y con el énfasis que contiene el artículo 216 del C.S.T., que se pueda establecer que el mismo sucedió por culpa suficientemente comprobada del empleador.
Los generantes de la culpa son la imprudencia, la negligencia, la impericia y la violación de reglamentos. Resultando de ello que una persona incurre en culpa leve, que es la que corresponde a los contratos celebrados en beneficio de ambas partes, como lo es el de trabajo, cuando no sujeta sus actos a la diligencia y cuidado que los hombres ordinariamente emplean en sus asuntos, o cuando no acata las disposiciones reglamentarias que regulan una determinada actividad. 

Respecto a la carga de la prueba en estos asuntos, la Sala de Casación Laboral desde antaño ha sostenido que corresponde al trabajador demostrar la culpa del empleador (Sentencias de abril 10 de 1.975 y febrero 26 de 2004, radicación 22175).

La Alta Magistratura Laboral, en sentencia del 20 de junio de 2012, radicación 42374, trajo a colación sentencia del 5 de septiembre de 2000, radicación 14718 que a su vez rememora, entre otras, la proferida el 30 de marzo de 2000, en la cual se dijo:

“… resulta pertinente anotar que no encuentra la Corte que haya sido equivocada la interpretación del artículo 216 del  Código Sustantivo del Trabajo, que establece que el patrono “está obligado a la indemnización total y ordinaria de perjuicios” cuando haya sido suficientemente comprobada su culpa en la ocurrencia del accidente de trabajo o de la enfermedad profesional, pues, como ha tenido oportunidad de precisarlo, entre otras en las sentencias memoradas por el Tribunal en su fallo, dicha obligación queda a su cargo cuando –como expresamente dice la norma- “exista culpa suficientemente comprobada del patrono”, exigencia legal que no permite que sea dable presumir dicha culpa incluso en aquellos casos en que realice “actividades peligrosas”. Ello por cuanto no puede pasarse por alto que fue el surgimiento del maquinismo y de la moderna industria lo que obligó a dictar leyes que regularan de manera especial los accidentes de trabajo.” (Negrilla y resaltado fuera de texto)

EL CASO CONCRETO

Sostiene la señora Dora María Castrillón Betancurth que para el momento en el que perdió la vida el señor Roberto Carlos González Romero, esto es, el 28 de julio de 2014, ellos tenían la calidad de compañeros permanentes, situación ésta que la habilita para percibir eventualmente la indemnización prevista en el artículo 216 del C.S.T.

En ese sentido, la Sala de Casación Laboral desde sentencia de 15 de octubre de 2008 con radicación Nº 29.970, reiterada en la SL 7576 de 8 de junio de 2016 radicación Nº 38.745 ha sostenido que el hecho de que el artículo 216 del C.S.T. no disponga quienes están legitimados para demandar el reconocimiento y pago de la indemnización plena de perjuicios, no puede generar que se restrinja la reclamación respecto de aquellos beneficiarios que se determinan en el artículo 49 del Decreto 1295 de 1994 en concordancia con el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, en consideración a que están legitimados todos aquellos que, por tener una relación jurídica con la víctima, sufren una lesión en el derecho que nació de ese vínculo; posición que sintetizó de la siguiente manera:
“De conformidad con el anterior criterio jurisprudencial, el Tribunal no incurrió en yerro jurídico alguno, al estimar procedente que las personas más cercanas al trabajador que sufrieron de igual forma las consecuencias del infortunio laboral derivado de la culpa patronal podían legítimamente reclamar los perjuicios morales derivados de éste, pues lo cierto es que, contrario a lo sostenido por la censura, la legitimación para reclamar la indemnización plena del artículo 216 del C.S.T. no está reducida solamente al trabajador, por lo que, como se vio, los hijos menores pueden pretenderla, así como la compañera permanente o a la cónyuge, si se verifica en el juicio que son víctimas indirectas del daño ocasionado.”.
De ese modo, al considerar la señora Dora María Castrillón Betancurth que la muerte del señor Roberto Carlos González Romero le generó una lesión debido a la supuesta relación marital de hecho que sostenían, ella se encuentra legitimada para reclamar la eventual indemnización plena de perjuicios prevista en el artículo 216 del C.S.T.

Sentado lo anterior, corresponde entonces verificar, con base en el caudal probatorio allegado al proceso en los seis cuadernos que componen el expediente, si tal y como lo sostiene la parte actora, el accidente ocurrido el 17 de julio de 2014 en las instalaciones del parque cementerio de La Ofrenda S.A. en el municipio de Calarcá, que finalmente ocasionó el deceso del señor Roberto Carlos González Romero, se ocasionó por culpa suficientemente comprobada de la sociedad empleadora.
En su defensa, La Ofrenda S.A. al dar respuesta a la demanda –fls.391 a 414- argumenta que el accidente de trabajo ocurrido el 17 de julio de 2014 se generó por un acto inconsulto e imprudente de la víctima, quien decidió encender el horno crematorio sin necesidad, ya que para ese día no había programado ningún servicio exequial, indicando adicionalmente que no era propio de sus funciones realizar mantenimiento del horno, ya que tales tareas eran encomendadas a la empresa fabricante. 
Al revisar el manual de funciones para operarios de horno crematorio –fl.762-, cargo que desempeñaba el causante, se observa que una de las tareas asignadas era la de “Cumplir con los protocolos de la Ofrenda y parámetros establecidos para el uso y limpieza de Hornos Crematorios, monitoreo del horno, cuadro de comandos, equipos de trabajo, implementos, herramientas y elementos de protección personal.”, es decir, dentro de sus funciones estaba la de monitorear el horno.
En la investigación del accidente realizada por La Ofrenda S.A. el 23 de julio de 2014, fueron recepcionados los testimonios de Juan Pablo Marín Ocampo (compañero de trabajo) y Gustavo Andrés Valenzuela Mantilla (Jefe Inmediato) –fls.731, 734, 739 y 740-, quienes informaron sobre los momentos previos al accidente de la siguiente manera:
Juan Pablo Marín Ocampo narró que siendo las 8:00 am del 17 de julio de 2014 se encontró con el señor Roberto Carlos González Romero en la cafetería de las instalaciones y luego se reportaron donde el jefe inmediato, señor Gustavo Andrés Valenzuela Mantilla, quien les manifestó que ese día no había servicios exequiales, por lo que decidieron preparar lotes para fundición, lo que los llevó a desplazarse a la bodega para sacar las herramientas; después de recoger la herramienta, él se dirigió hacia la zona de lotes, empezó a sacar tierra de un lote que estaba preparando y después de un rato sintió una explosión, miró el techo del crematorio de donde salieron esquirlas y polvo e inmediatamente pensó en Roberto, salió corriendo en esa dirección, después de llamar a bomberos vía telefónica y ver que lo estaban auxiliando, ingresó al crematorio y encontró una llama en el sensor de baja presión y la apagó con el extintor, al continuar revisando la zona, vio todas las válvulas cerradas y solo un breker del tablero estaba accionado, pero no representaba peligro.
Gustavo Andrés Valenzuela Mantilla expresó que ese día se reunió con el personal en la cafetería con el fin de organizar las actividades del día, correspondiéndole al señor Roberto la de limpieza y verificación del horno; cuando cada uno empezó sus labores, sintió que se prendió el horno, pero como se apagó instantes después no creyó que hubiese inconvenientes, no obstante, después de unos minutos se produjo una explosión y pensó en el vaporizador, salió corriendo de la oficina hacía el horno y vio que Roberto se estaba quemando y después de que se le prestaran los auxilios, informó a quienes correspondía sobre la ocurrencia del accidente; en el hospital logró hablar con el trabajador, quien le dijo que él se encontraba realizando las actividades normales y que no entendía porque se había generado la explosión.

En el curso del proceso, el testigo corroboró esa información, agregando que el señor Roberto Carlos González Romero se encontraba plenamente capacitado para operar el horno crematorio, pero que ese día no tenía por qué accionarlo, dado que no había servicios de cremación programados, correspondiéndole únicamente las labores de limpieza; que el mantenimiento del horno como tal estaba a cargo de la empresa fabricante SIS S.A. y el mantenimiento de la red de tuberías que conducen el gas a cargo de la empresa Lider Gas, es decir, que los operarios del horno no tenían funciones de mantenimiento; informa que días atrás se había producido una fuga de gas en el vaporizador del horno, pero esa falla fue corregida por Lider Gas; insistió en que el día del accidente no había lugar a realizar monitoreo del horno, pues el mismo solo se efectúa cuando se está prestando el servicio crematorio; sostuvo que la llama percibida instantes después del accidente, se encontraba en el censor de baja presión y no en el vaporizador, que era donde se había presentado la fuga de gas días atrás.
En el proceso también fueron escuchadas las declaraciones de Fredy Guerrero Zapata (Vicepresidente de La Ofrenda S.A.), María Cristina  y Sergio Segura Estrada (Ingeniero de SIS S.A.). Los dos primeros reiteraron que al no estar programados servicios crematorios el 17 de julio de 2014, no le correspondía al señor Roberto Carlos González Romero operar el horno y en consecuencia monitorearlo; que en efecto, el vaporizador del horno había presentado fallas días atrás, pero que la empresa Lider Gas lo solucionó; fueron insistentes en expresar  que los operarios del horno no pueden realizar su mantenimiento, ni el de las tuberías que conducen el gas, ya que esas actividades están contratadas con las entidades idóneas para ello y que el aseo no tenía nada que ver con el encendido.
Por su parte Sergio Segura Estrada Ingeniero de la empresa SIS S.A., fabricante del horno crematorio, informó que desde el año 2010 cuando la sociedad instaló el horno, periódicamente, esto es, dos veces por año, realizan el mantenimiento del mismo; indica que el accidente se produjo en la zona donde se encuentra la tubería que conduce el gas, sistema ese que no hace parte del mantenimiento que ellos realizan, pues esas actividades le correspondían a la empresa Lider Gas; sostuvo que los sistemas que componen el horno como tal, no presentaron fallas en el accidente, ya que el mismo surgió en las tuberías de gas; al preguntársele porque se podía producir una fuga en las tuberías, expresó que ello debía acontecer por el aflojamiento de las mismas con la ayuda de una herramienta; finalmente indicó que para que se presentara la explosión, tuvo que haberse dado una fuga de gas que al mezclarse con el oxígeno presente en el aire y encontrar una chispa, genera la combustión. 

En el anexo 2 de la investigación referenciada líneas atrás y visible a folios 2043 a 2044 del expediente, se evidencia que La Ofrenda S.A. solicitó el 10 de junio de 2014 a la empresa Lider Gas realizar el mantenimiento de los tanques de GLP (Gas Licuado del Petróleo), del vaporizador, instalación de trampa de líquidos, reubicación de vaporizador; trabajos que empezaron a realizarse el 4 de julio de 2014 y que se extendieron hasta el 16 de julio de 2014, trascurso en el que se presentó una fuga en la línea que va al vaporizador, la cual fue debidamente solucionada. Igualmente en ese lapso se presentó un problema con el encendido, sin embargo, el Ingeniero encargado por Lider Gas, señor Daniel Angarita, les indicó que no iban a tener más inconvenientes con ese tema, y que en todo caso, eso no generaba ningún peligro. Debido a las reparaciones, durante esos días no hubo servicios crematorios.

Con base en esas fallas presentadas, que no se le había dotado del equipo de protección personal necesario y que la víctima estaba realizando las acciones de monitoreo propias de su cargo, es que la parte actora asegura que hay lugar a que se reconozca la indemnización plena de perjuicios prevista en el artículo 216 del C.S.T., y para dar mayor ilustración de lo sucedido ese día, allegó cd visible a folio 132 del plenario, en donde se encuentra el video registrado como CH03, en el que se observan las acciones llevadas a cabo por el trabajador fallecido, así:

8:02:35 AM: Ingresa a la zona de actividades, retira un ataud con rumbo desconocido.
8:05:59 AM: Regresa y entra al interior del horno. No es posible saber qué acciones despliega, pero a las 8:07:12 empieza a barrer.
8:08:04 AM: Abre la compuerta del horno crematorio y se observa que el mismo está prendido. Segundos después se observa que el trabajador, quien no tiene ningún traje especial, sino un pantalón gris, bata de manga corta azul clara y botas; toma una herramienta metálica e ingresa al área del horno.
Entre las 8:08:31 hasta las 8:11:06 realiza acciones repetitivas consistentes en salir observar hacía el interior del horno que se encuentra prendido, ingresar nuevamente al área del horno; situación ésta que hace en nueve oportunidades.
8:11:23 AM: Apaga el horno.

8:12:03 AM: Se dirige hacia otra área de las instalaciones.

Entre las 8:12:18 AM cuando regresa y se pone un par de guantes de látex y las 8:16:03 AM, entra y sale de la zona del horno, sin observarse que acciones realiza al interior.
A las 8:17:01 ingresa al área del horno y no vuelve a salir hasta las 8:20:23 AM cuando se presenta la explosión.
Conforme con lo visto en el video, resulta evidente que el señor Roberto Carlos González Romero estuvo realizando acciones de monitoreo del horno crematorio, sin que hubiere programado para ese día ningún servicio.
Como se vio en el manual de funciones –fl.762-, una de las actividades propias del cargo del causante era la de “Cumplir con los protocolos de la Ofrenda y parámetros establecidos para el uso y limpieza de Hornos Crematorios, monitoreo del horno, cuadro de comandos, equipos de trabajo, implementos, herramientas y elementos de protección personal.”, nótese que la actividad de monitoreo del horno es independiente a las de limpieza, debiéndose desentrañar en realidad en que consiste la actividad de monitoreo, recurriéndose para ello al manual de operación del horno –fls.1699 a 1706- en el que se indica que el monitoreo y control de los sistemas del horno se realizan durante el proceso de cremación, con el fin de que se controle la temperatura de la carga (contenedor y restos), el calor retenido en el recubrimiento refractario, asegurándose que la temperatura de las cámaras sea mantenida adecuadamente, de acuerdo con la normatividad de la resolución 909 del Ministerio de Ambiente; operación ésta respecto de la cual fue capacitado el señor González Romero, como se observa en la certificación emitida por la empresa SIS S.A. –fl.1707.

De acuerdo con lo expuesto, se encuentra acreditado que el monitoreo del horno crematorio que debía realizar el causante, debía realizarse en el momento en el que se estuviera prestando el servicio de cremación, actividades estas en las que debía portar los elementos de seguridad que le fueron entregados por La Ofrenda S.A., tal y como se ve en las actas de entrega y recibo de dotación visibles a folios 648 a 657 del expediente y que consistían en vestir: Overol de trabajo de dril, traje de bioseguridad, careta media cara contra partículas, careta visor, gafas de seguridad, guantes de carnaza, peto delantal de carnaza, mangas de seguridad de carnaza, tapa oídos de seguridad siliconados y zapatos de seguridad; prendas éstas que no utilizó el operario durante las acciones que estuvo realizando el 17 de julio de 2014, consciente de que no había servicios de cremación programados, momentos éstos en los que se habilitaba su función de monitoreo del horno.

Es que causa gran extrañeza que el señor Roberto Carlos González Romero haya entrado al interior del horno con una herramienta metálica, que posterior al accidente fue encontrada por su compañero de trabajo Juan Pablo Marín Ocampo al lado del sensor de baja presión, en donde estaba prendida una llama que fue apagado por éste con el extintor; situación ésta que lleva a concluir que la víctima, sin autorización, al parecer trató de ejecutar una acción de mantenimiento que no estaba dentro de sus funciones, pues al tratarse de un problema en el sensor de baja presión del gas, su solución y reparación era del resorte de la empresa Líder Gas y no del operario del horno crematorio.
También es del caso señalar que de acuerdo con las fotografías tomadas en esa área de las instalaciones del parque cementerio La Ofrenda S.A. en el municipio de Calarcá –fls.2111 a 2121- se observa que el sensor de baja presión que presentó la fuga de gas el 17 de julio de 2014, no se encuentra en la zona donde está el vaporizador y la línea de gas que presentó una fuga en días anteriores al siniestro, ya que ella se encuentra en la parte exterior al aire libre, mientras que el horno crematorio y el mencionado sensor de baja presión se encuentra al interior, es decir, la fuga de gas presentada en los días previos, nada tenía que ver con la presentada en el sensor de baja presión que presumiblemente estuvo accionando el señor González Romero.

En lo que tiene que ver con el concepto técnico de emisiones emitido por la Corporación Autónoma Regional del Quindío el 4 de febrero de 2014 –fls.267 a 270-, la entidad ambiental luego de verificar los datos de operación cuando se encontraban realizando un servicio crematorio, concluyó que La Ofrenda S.A. no cumple con la normatividad establecida para emisiones atmosféricas para fuentes fijas, motivo por el que le recomendó a la sociedad demandada cumplir con los estándares previstos en la resolución Nº 909 de 5 de junio de 2008, situación que debe ser adecuada y medida durante el proceso de cremación cuando se descompone el cadáver humano o animal, la ropa, vidrio, plásticos, madera y tela.
En efecto, al revisar el capítulo XIV de la referenciada resolución, “Estándares de emisión admisibles de contaminantes al aire para hornos crematorios” se evidencia que ese tipo de actividades tienen un límite de agentes contaminantes que se pueden emitir al exterior, ello con el fin de controlar y reducir la contaminación atmosférica; situación, que como lo dijo la Corporación Autónoma Regional del Quindío, solo puede ser controlada y definida mediante la obtención de los datos en los procesos crematorios, lo que significa que el hecho de no cumplir con los estándares de emisión de agentes contaminantes no implicaba en ese momento el cierre del horno, ni tampoco representaba un peligro para el operador, al punto que en la medición de salida de gases, que según el artículo 66 ibídem debe ser inferior a 250 grados centígrados, mostró en la visita realizada por esa entidad que era de 80 grados centígrados, es decir, cumplió con la temperatura para operación prevista en la norma.
No se percibe entonces que la empresa demandada haya obrado con impericia, imprudencia o de manera negligente, ni tampoco que haya violado los reglamentos que debía respetar.

Así las cosas, concluye la Sala que el accidente de trabajo presentado el 17 de julio de 2014 que tuvo como desenlace fatal el deceso del señor Roberto Carlos González Romero a causa de las quemaduras de 1º y 2º grado sufrido en el 70% del cuerpo, no ocurrió por culpa suficientemente comprobada del empleador, pues como se pudo ver, capacitó a su trabajador para realizar la operación y monitoreo del horno crematorio, le entregó los elementos de protección personal para ello y puso en su conocimiento cuales eran los momentos en los que podía activar el horno, cuáles eran las entidades a las que les correspondía realizar el mantenimiento del mismo. 
Se demostró por el contrario que fue equivocado el accionar del trabajador, quien teniendo conocimiento que no estaban programados servicios crematorios, decidió encender el horno y monitorearlo, maniobrando con una herramienta metálica y sin autorización, el sensor de baja presión, lo cual produjo una fuga de gas al interior del horno, sin siquiera utilizar los elementos de protección para tal fin, los cuales hubieren podido salvaguardar su integridad personal y en consecuencia su vida.
En el anterior orden de ideas, se modificará el ordinal primero de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, con el único fin de declarar no probada la excepción de falta de legitimación en la causa de la señora Dora María Castrillón Betancurth y confirmando en todo lo demás dicha providencia.
Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ordinal PRIMERO de la sentencia recurrida, el cual quedará así:
“PRIMERO. DECLARAR PROBADAS las excepciones de Inexistencia de la obligación y cobro de lo debido por ausencia de culpa de la ofrenda y NO PROBADA la de Falta de legitimación en la causa de la señora Dora María Castrillón Betancurth.”.
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito.
Sin costas en esta instancia.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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